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En el recurso de alzada interpuesto por don ..... contra el acuerdo de la Junta Directiva del Ilustre Colegio Notarial de ..... de 20 de septiembre de 2010. 

                ANTECEDENTES DE HECHO

1.- El 28 de julio de 2010, don ..... impugnó ante la Junta Directiva del Ilustre Colegio Notarial de ..... las dos minutas de honorarios expedidas por el Notario de ....., don ....., mediante el siguiente escrito:
“(…) Ignacio Requena Molto DNI…

De conformidad con la Norma general décima del Real Decreto 1426/89 de 17 de noviembre, por el presente escrito IMPUGNO LAS MINUTAS, que se adjuntan como ANEXO.

Décima.

1. Los interesados podrán impugnar la minuta formulada por el Notario dentro del plazo de quince días hábiles siguientes al de su notificación o entrega.

2. La impugnación deberá presentarse ante el notario que la hubiere formulado, quien, con su informe, la elevará, en el plazo de diez días hábiles, ante la Junta Directiva del Colegio Notarial para su resolución.

Asimismo, la impugnación podrá presentarse directamente ante la Junta Directiva del Colegio Notarial correspondiente. En este caso, la Junta recabará inmediatamente informe del Notario, que habrá de emitirlo en el plazo máximo de diez días.

He recibido por correo certificado el día 15 de julio de 2010, copia de las facturas n° 650 y 651 correspondiente a los protocolos números 1547 y 1548. En el justificante de correos figura el sello relativo a la fecha de remisión por la notaría a petición del interesado el día 14-07-2010.

Dentro del plazo establecido IMPUGNO LAS MINUTAS correspondientes a los protocolos indicados cuya cuantificación figura en las facturas relacionadas

POR LOS SIGUIENTES MOTIVOS:

PRIMERO.- Numero 2.1 documentos de cuantía

Por aplicación incorrecta de la reducción adicional del 5% ley 8/2010. Disposición adicional octava. Aranceles notariales y registrales.

Uno. Se rebajarán los aranceles notariales y registrales en operaciones de cuantía, del siguiente modo. Se aplicará una rebaja del 5% al importe de los derechos notariales resultantes de la aplicación de lo previsto en el Número 2.1 del arancel de los notarios, aprobado por Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el arancel de los notarios. Esta rebaja es adicional respecto de la aplicación de los demás descuentos o rebajas previstos en la normativa vigente.

Existe, en mi opinión, un error en la aplicación de la rebaja del 5% al importe de los derechos que resulta de la aplicación de la escala del arancel.

A mi juicio, para que sea una rebaja adicional del 5% al importe inicial de los derechos, no debe aplicarse, con carácter previo reducción alguna. Es decir, para la compraventa la rebaja de derechos es ahora del 30% y para la hipoteca la rebaja de derechos es del 48,75%. Aplicación simultánea y no sucesiva de las rebajas.

SEGUNDO.- Número 4. Copias.

Se impugna la factura por haber incluido en este apartado de la misma, según se ha indicado por la notaría, una copia autorizada adicional de la escritura, la electrónica. Por el importe que corresponda.

1. Las copias y cédulas autorizadas y su nota de expedición, en su caso, devengarán 3,005061 euros por cada folio o parte de él. A partir del duodécimo folio inclusive, se percibirá la mitad de la cantidad anterior.

La presentación telemática de la escritura lleva consigo la expedición de una copia autorizada adicional de la escritura, la electrónica.

En el Decreto regulador del Arancel no está regulada la expedición por este concepto de una copia autorizada adicional de la escritura.

En las Notas de julio de 2007 el Consejo General del Notariado, en relación con la presentación telemática ha indicado lo siguiente: "El principio del que debe partirse así es el de la neutralidad, es decir, en ningún caso, el empleo de las nuevas tecnologías debe comportar un incremento de costo para el ciudadano".

Desconozco si existe con posterioridad alguna instrucción concreta al respecto que, en principio, no ha tenido su reflejo en la modificación mediante el correspondiente Real decreto, del arancel. Si es así solicito que me lo indiquen.

TERCERO.-OTROS CONCEPTOS 30,00 € Norma Octava.

2. El Notario no podrá exigir anticipadamente provisión de fondos, salvo para los pagos a terceros que deba hacer en nombre del cliente -y que sean presupuesto necesario para otorgar el documento.

Novena.

2. Los derechos que los Notarios devenguen con arreglo a estos aranceles se consignarán en la oportuna minuta en la que se expresarán los suplidos, conceptos, bases y números del arancel aplicados que deberá firmar el Notario.

3. El Notario rendirá cuenta por los gastos anticipados y por los pagos a terceros hechos en nombre o por cuenta del cliente.

En la ley 8/2010 se establece

Dos. Se establecen las siguientes obligaciones de información a los interesados que debe contenerse en la minuta.

1. Las minutas de los Notarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y bienes muebles, además de cumplir la normativa aplicable, expresarán separadamente, y con la debida claridad:

a) Cada uno de los conceptos por los que se hayan devengado derechos arancelarios, con expresión individualizada del número y apartado de arancel aplicado.

b) El concepto minutable.

2. Las minutas de los Notarios y Registradores también expresarán la base aplicada o expresión de que es sin cuantía, honorarios que comporta cada concepto, y total de honorarios, sin que por ninguna razón se puedan agrupar globalmente los números y cantidades correspondientes a distintos conceptos. También expresarán la forma en la que se han obtenido los valores para la aplicación del arancel y los suplidos si los hubiere.

También se impugna la factura por este concepto. No se cumple, en mi opinión, lo que se establece en la norma Novena y en la Ley 8/2010.

En este sentido, deberá facilitarse el desglose detallado de esta partida. Entiendo, que puede referirse a la nota simple del Registro de la Propiedad. 

La Información catastral.

En este sentido, se hace constar que únicamente asumiré el importe de los gastos facturados de forma individualizada. Siempre que exista una factura para cada una. En ningún caso, gastos de gestión por servicios realizados por la Notaría.

ADEMÁS DE LA RECLAMACIÓN FORMULO LA SIGUIENTE QUEJA:

Resulta poco coherente y, en mi opinión, un auténtico despropósito, que se establezcan reducciones en el arancel, disminuyendo los derechos que corresponden por la cuantía del documento, apartado 2 del arancel, que debe ser el concepto más importante a facturar, y se mantenga el importe que se aplica a los folios y a las caras, en las copias y en la matriz, lo que trae como consecuencia, que las escrituras sean cada vez documentos mas extensos. Debería fijarse una escala que disminuyera con el número de folios de la misma forma que disminuyen el porcentaje aplicado y los derechos, a medida que es mayor la cuantía del documento.

Real Decreto-ley 6/1999, de 16 de abril, de medidas urgentes de liberalización e incremento de la competencia (Artículo 2).

Establece una nueva reducción del 25 por 100 de los derechos del número dos (Documentos de cuantía) aplicable a escrituras de constitución, modificación, subrogación y cancelación de préstamos y créditos con garantía hipotecaria y en la compraventa de viviendas.

Esta reducción es acumulable a los beneficios anteriores, de manera que la bonificación queda fijada en los siguientes porcentajes:

	Compraventa de viviendas
	25%

	Préstamos y créditos hipotecarios
	43,75

	Subrogaciones y novaciones acogidas a  la Ley 2/1994:
	62,50%


La ley 8/2010 establece una nueva reducción del 5% (…)” 
2.- Oído el Notario interesado, la Junta Directiva del Ilustre Colegio Notarial de ..... adoptó el siguiente acuerdo:
“(…) RESOLUCIÓN DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL ILUSTRE COLEGIO NOTARIAL DE ARAGÓN, REUNIDA EL 20 DE SEPTIEMBRE DE 2010, EN RELACIÓN CON EL ESCRITO DE IMPUGNACIÓN DE MINUTA INTERPUESTO CONTRA EL NOTARIO DE MONZÓN, DON JAIME RIVERA VIDAL, POR DON IGNACIO REQUENA MOLTÓ.

ANTECEDENTES DE HECHO

1.- El 29 de julio de 2010 tuvo entrada en las oficinas del Ilustre Colegio Notarial de ....., un escrito fechado en Valencia el 28 de julio de 2010, suscrito por don ....., relativo a la impugnación de las facturas 650 y 651 correspondientes a los protocolos 1547 y 1548 cuando en realidad se refiere a las facturas 1547 y 1548 (que se adjuntan), correspondientes a los protocolos números 650 y 651 autorizados por el Notario de ....., don ....., el 28 de junio de 2010, por los motivos siguientes:

- Aplicación incorrecta de la reducción adicional del 5% establecida en la Ley 8/2010, por entender que para que sea una rebaja adicional, al importe inicial de los derechos no debe aplicarse, con carácter previo, reducción alguna, es decir, que debe hacerse una aplicación simultánea y no sucesiva de las rebajas.

- Por incluir en las facturas impugnadas la minutación de una copia autorizada adicional, correspondiente a la copia autorizada electrónica.

- Por incluir bajo la expresión genérica de "Otros Conceptos", el importe de 30,00 euros, sin sujetarse a lo que establecen las normas octava y novena que regulan los aranceles notariales ni a lo que establece la Ley 8/2010 en cuanto no consta el desglose detallado de esta partida.

- Por último, incluye una queja, que recoge la apreciación personal del señor requirente sobre la incoherencia del arancel notarial por el concepto de folios y caras, que no tiene aplicación de reducciones, cuando si las establece el legislador en cuanto al concepto de los derechos.

II.- De la comunicación y documentos indicados en el punto 1 anterior se dio traslado al citado notario señor Rivera Vidal para que emitiese informe en relación con las cuestiones planteadas, conforme a la Norma General de aplicación 8ª. 12 del Real Decreto 1426/1989, todo lo cual llevó a efecto por escrito asentado con el número 137 del Registro de entrada en este Colegio el día 17 de agosto de 2010.

En dicho informe don ....., después de aclarar que la impugnación se refiere a las facturas 1547 y 1548, correspondientes a los protocolos números 650 y 651, expone sucintamente lo siguiente:

En cuanto a la reducción del 5% establecida en el Real Decreto-ley 8/2010 de 20 de mayo, entiende que se trata de una rebaja que se aplica al número 2.1 del arancel, considerando que la aplicación hecha en las minutas impugnadas es la correcta, fundándose en que la propia exposición de motivos de la referida Ley establece que la rebaja se aplica sobre el importe de los derechos arancelarios resultantes de aplicar la tabla de honorarios, en función de la cuantía del documento, por lo que para aplicar la rebaja, con carácter previo habrá que determinar el importe aplicable antes de la rebaja.

En relación a la minutación de la copia electrónica, considera que es concepto minutable, aplicándosele el régimen de la copia autorizada, lo que argumenta, esencialmente fundándose en lo que establece el actual arancel en sus anexos I y II y la Circular 1/2003 del Consejo General del Notariado que, en relación a la minutación de la copias electrónicas, indica que se sujetará a las normas del vigente arancel de los notarios. Además, aclara que no existen otros suplidos en las minutas que los relativos al timbre y que la confusión debe referirse al apartado "otros conceptos" que, en realidad, se refiere a los servicios que presta el notario, como profesional del derecho, que se consideran honorarios extra arancelarios y que se regulan por la normas civiles que rigen el contrato celebrado con el cliente, por lo que considera correcta su aplicación.

Además, el señor Rivera reconoce que en la minuta no había tenido en cuenta la reducción a partir del undécimo folio, si bien, por error, no se había minutado la copia autorizada, resultando, no obstante, una cantidad igual a la minutada.

Por último, manifiesta que revisadas nuevamente las minutas, salvo posible error involuntario, las considera correctas.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Entrando en el fondo de las minutas impugnadas, la primera cuestión a considerar es si es correcta la reducción adicional aplicada del 5% establecida en la disposición adicional octava del Real Decreto-ley 8/2010 de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, además de las obligaciones de información a los interesados que deben contener la minutas. Dicha disposición, en cuanto a la rebaja arancelaria del 5%, establece que es adicional respecto de la aplicación de los demás descuentos o rebajas previstos en la normativa vigente, y, por otra parte, la exposición de motivos de la Ley, indica, que al igual que en otras modificaciones, se ha optado por aplicar la rebaja sobre el importe de los derechos arancelarios resultante de aplicar la tabla de honorarios en función de la cuantía del documento, sin necesidad de modificar los Reales Decretos reguladores de los aranceles. Tal como razona el Notario recurrido en su escrito, criterio que comparte esta Junta, no se trata de una rebaja adicional con carácter previo y aplicable al importe inicial de los derechos. Sino tal como se deduce de los propios términos de la exposición de motivos de la Ley, para aplicar la rebaja, con carácter previo habrá que determinar el importe aplicable antes de la rebaja, es decir, que se trata de una rebaja a la que se acumulan las anteriormente previstas en la Ley.

Por último, recordar que es doctrina reiterada de la Dirección General de los Registros y, del Notariado, que habida cuenta de que en materia tributaria como arancelaria, las exenciones, reducciones o bonificaciones, por su carácter de excepción, sólo deben admitirse cuando se encuentren clara y expresamente consignadas en las respectivas disposiciones, sin que pueda en ningún caso interpretarse ni aplicarse de manera extensiva, deductiva ni analógicamente, sino que han de serlo en sentido absolutamente riguroso y restrictivo (Resolución de 5 febrero 2004, entre otras)​.

II.- La segunda cuestión que se plantea es la relativa a si debe cobrase como copia auténtica la expedición de la copia electrónica, cuestión que si bien es cierto no contempla expresamente el vigente arancel notarial, debe resolverse en sentido afirmativo sobre la base de considerar de que no existe diferencia entre una copia autorizada en papel y una copia electrónica. En efecto, tal como establecía la Comisión de Control de Sistemas de Información del Consejo General de Notariado, en el Libro Blanco de la Firma Electrónica Notarial y se ha visto reproducido en numerosos estudios y opiniones doctrinales posteriores, el empleo de la firma electrónica no altera las solemnidades ni requisitos propios de cada modalidad de documento notarial. La ausencia de un soporte físico visible (papel) elimina las formalidades materiales externas del documento (tipo de papel, timbre, sellos, rúbricas, adhesivos de seguridad...), pero, por supuesto, en ningún caso elimina las formalidades procedimentales internas a las que responden los distintos tipos de documentos notariales, por ello la copia que se expide con el carácter de copia autorizada electrónica, implica el cumplimiento de los requisitos previstos para las copias auténticas y, en consecuencia, supone la dación de fe de su cotejo y expedición, bajo responsabilidad del Notario, en la forma establecida por las Leyes. No debe olvidarse, por otra parte, la dicción del artículo 224.4 del vigente Reglamento Notarial, al expresar que “las copias electrónicas, autorizadas y simples, se entenderán siempre expedidas a todos los efectos incluso el arancelario por el notario titular del protocolo", lo que evidencia la sujeción al arancel de las copias electrónicas, según lo indicado anteriormente. Por todo ello, la Junta también comparte en este extremo la opinión del Notario recurrido, en el sentido de que la minutación de las copias electrónicas se sujetará a las normas que el número 4 del vigente Arancel de los Notarios establece respecto de las copias auténticas, con exclusión de los suplidos en concepto de papel timbrado. Dicho criterio fue también el asumido en la primera circular del Consejo General del Notariado, relativa a la utilización práctica de la Firma Electrónica Avanzada, dictada con ocasión de la publicación de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre.

III.- Otra de las cuestiones planteada en el recurso, hace referencia la expresión genérica de "Otros Conceptos", por la que se carga el importe de 30,00 euros, si bien el notario recurrido tiene razón al indicar que no se trata de suplidos, sino de un concepto extra arancelario cuya posibilidad de cobro está fuera de duda citando la Comunicación del Consejo General del Notariado "sobre prestación de servicios de gestión por medios telemáticos" de 28 de junio de 2003, complementaria de la Circular 4/2002 de 12 de diciembre sobre introducción de técnicas telemáticas en los servicios prestados por los notarios. Sentado lo anterior, en primer lugar, debe señalarse la falta de claridad de las minutas en este punto, considerando la Junta Directiva que deberá expresarse el concepto concreto y detallado por el que se carga dicho importe en las minutas impugnadas, dando así cumplimiento a lo que establece la norma general Novena de los Aranceles Notariales y con el deber de información detallada que establece el Real Decreto-ley 8/2010 de 20 de mayo. En cuanto al importe concreto aplicado que, según informa el Notario, se refiere a la obtención de la información catastral que se incorpora a la escritura, cuya tramitación y obtención por vía notarial constituye un beneficio objetivo para el interesado, por tratarse de un concepto extra arancelario, su fijación está sujeta a la discrecionalidad del notario, dentro de un criterio de prudencia y moderación y atendiendo a la mayor o menor dificultad del caso concreto. Establecido lo anterior la Junta Directiva, considera que los honorarios que perciba el notario por el concepto expresado, han de considerarse partidas extrarancelarias, que no pueden ser analizadas ni discutidas en el marco de este expediente, cuya calificación y enjuiciamiento corresponde a los Tribunales Ordinarios de Justicia.

IV.- Por último, en cuanto a la queja, que recoge la apreciación personal del señor requirente sobre la incoherencia del arancel notarial, no es materia de este recurso ni competencia de la Junta Directiva su consideración.

ACUERDO

Examinados los antecedentes de hecho, considerando lo expuesto en los precedentes fundamentos de derecho y vistos los preceptos y disposiciones citados y demás de procedente aplicación, la Junta Directiva del Ilustre Colegio Notarial de ...... en relación a los concretos aspectos arancelarios discutidos por el recurrente, estima correctamente aplicados los conceptos minutados por el notario señor Rivera, objeto de controversia, si bien en cuanto al cobro de 30 euros por "otros conceptos" considera, de acuerdo con la reclamación presentada por don ....., que las minutas presentadas deberán corregirse elaborándose nuevas minutas que recojan el concepto concreto y detallado por el que se aplica el referido importe de 30 euros a cada una de las dos minutas, todo ello según los términos expresados en los fundamentos de derecho.

Contra la presente resolución, que no pone fin a la vía administrativa, puede interponerse recurso de alzada ante la Dirección General de los Registros y del Notariado en el plazo de un mes contado desde el siguiente al de su notificación (artículos 107.1. 114 y 115.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Procedimiento Administrativo Común, y 334 del Real Decreto 45/2007, de 19 de enero, del Reglamento del Notariado). (…)”
3.- Contra dicho acuerdo, don ..... interpuso el 25 de octubre de 2010 recurso de alzada, formulando las siguientes alegaciones:

“(…) Con fecha 24 de septiembre he recibido la RESOLUCIÓN DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL ILUSTRÍSIMO COLEGIO NOTARIAL DE ARAGÓN relativa a la IMPUGNACIÓN DE MINUTA interpuesta con fecha 29 de julio de 2010, contra en notario de MONZÓN DON JAIME RIBERA VIDAL por la que se confirma en lo esencial, salvo lo relativo al desglose del apartado de la minuta "otros conceptos", el contenido de la misma, tanto en lo que se refiere a la base sobre la que debe aplicarse la rebaja adicional del 5% establecida por el Real Decreto ley 8/2010, como por el hecho de minutar, además de la copia auténtica, también la misma cantidad, por la copia electrónica presentada telemáticamente en el Registro de la Propiedad. No estando conforme con la RESOLUCIÓN, se interpone, dentro del plazo establecido, un mes a contar desde el día siguiente a la notificación, RECURSO DE ALZADA ante la DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO, en los siguientes términos:

INCUMPLIMIENTO DEL ACUERDO DE LA JUNTA DIRECTIVA

Hasta la fecha del presente escrito, no le consta al recurrente, que el señor notario haya cumplido el acuerdo adoptado por la Junta Directiva del Ilustrísimo Colegio Notarial de ..... cuando indica. "Si bien en cuanto al cobro de 30 euros por "otros conceptos" considera,..., que las minutas presentadas deberán corregirse elaborándose nuevas minutas que recojan el concepto concreto y detallado por el que se aplica el referido importe de 30 euros a cada una de las dos minutas,..."

MOTIVOS DE IMPUGACIÓN Y ALEGACIONES A LA RESOLUCION PRIMERO.- Número 2.1 documentos de cuantía.

En el escrito de reclamación e impugnación de la MINUTA consta:

Por aplicación incorrecta de la reducción adicional del 5% ley 8/2010. Disposición adicional octava. Aranceles notariales y registrales.

Uno. Se rebajarán los aranceles notariales y registrales en operaciones de cuantía, del siguiente modo. Se aplicará una rebaja del 5% al importe de los derechos notariales resultantes de la aplicación de lo previsto en el Número 2.1 del arancel de los notarios, aprobado por Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre. Esta rebaja es adicional respecto de la aplicación de los demás descuentos o rebajas previstos en la normativa vigente.

Existe, en mi opinión, un error en la aplicación de la rebaja del 5 % al importe de los derechos que resulta de la aplicación de la escala del arancel, ya que, para que sea una rebaja adicional del 5% al importe inicial de los derechos, no debe aplicarse, con carácter previo reducción alguna. Es decir, para la compraventa la rebaja de derechos es ahora del 30% y para la hipoteca la rebaja de derechos es del 48,75%. Aplicación simultánea y no sucesiva de las rebajas.

En la Resolución de la Junta Directiva se indica:

"... no se trata de una rebaja adicional con carácter previo y aplicable al importe inicial de los derechos, sino tal como se deduce de los propios términos de la exposición de motivos de la Ley, para aplicar la rebaja con carácter previo habrá que determinar el importe aplicable antes de la rebaja, es decir que se trata de una rebaja a las que se acumulan las anteriormente previstas en la Ley."

No entiendo porque resulta necesario acudir a la exposición de motivos del Real Decreto-ley 8/2010 de 20 de mayo, cuando el texto del mismo es, en mi opinión, muy claro:

Se aplicara una rebaja del 5% al importe de los derechos notariales resultantes de la aplicación de lo previsto en el Número 2.1 del arancel de los notarios,...

Lo que, en mi opinión no aciertan ver, ni el notario, ni la Junta, es que se refiere al apartado 1 del número 2 del arancel. Si el legislador hubiera querido la interpretación que sostienen, no hubiera mencionado el 2.1, sino el 2.2 del arancel, del que se obtienen los derechos, una vez aplicada la rebaja del 25% en el caso de la compraventa, o del 42,5 en el caso del préstamo hipotecario.

Número 2. Documentos de cuantía.

1. Por los documentos de cuantía se percibirán los derechos que resulten de aplicar al valor de los bienes objeto del negocio documentado la siguiente escala: (…)


2. Los derechos establecidos en el apartado 1, se reducirán en un 25% en los préstamos y créditos personales o con garantía hipotecaria. La reducción alcanzará un 50 % en los casos siguientes (…).

Según el número 2.1 del arancel de los notarios los derechos que corresponden: A la operación de compraventa ascienden a 393,42€.

A la formalización del préstamo con garantía hipotecaria ascienden a 445,76 €.

A esos derechos notariales se les debe aplicar la rebaja del 5% porque así lo dice la Ley

Reducción del 5% S/393,41; 19,67€. Reducción aplicada 12,54, que representa el 3,18%

Reducción del 5% S/445,76; 22,28 €. Reducción aplicada 14,75, que representa el 3,3%

Por si hubiera alguna duda añade: Esta rebaja ES ADICIONAL .

En mi opinión, esta es la interpretación prevista por el legislador y si se acude a la exposición de motivos, para averiguar cuál es la finalidad de la ley, el espíritu del legislador, de la misma resulta la confirmación del planteamiento que sostiene el recurrente. En este sentido, sí a los empleados públicos se le reduce el importe de sus retribuciones en el cinco por ciento, a notarios y registradores como funcionarios públicos también.

En la exposición de motivos consta:

"En el primer capítulo, se recogen las disposiciones encaminadas a reducir, con criterios de progresividad, la masa salarial del sector público en un 5 por ciento en términos anuales.

En un escenario económico caracterizado por la intensidad de la crisis económica con origen en la crisis financiera internacional y con efectos sobre el crecimiento y el empleo, resulta urgente adoptar medidas de contención en los gastos de personal de las diversas administraciones públicas. A ello responden las medidas incluidas en el presente Real Decreto-ley cuyo objetivo es reducir un cinco por ciento de la masa salarial, en términos anuales.

Por otra parte, dado el carácter de funcionarios públicos de notarios y registradores de la propiedad y mercantiles, el presente Real Decreto-ley introduce una rebaja arancelaria general del 5 % para los documentos de cuantía, dejando sin cambios los honorarios fijos referidos a los documentos sin cuantía. Al igual que en otras modificaciones, se ha optado por aplicar la rebaja sobre el importe de los derechos arancelarios resultante de aplicar la tabla de honorarios en función de la cuantía del documento, sin necesidad de modificar los Reales Decretos reguladores de los aranceles. Además, se detalla los datos informativos que deben figurar en las minutas, dada la relevancia de la información sobre honorarios que es necesario ofrecer a los interesados.

CONCLUSIÓN:

Si el porcentaje del 5% se aplica, en lugar de al importe de los derechos notariales resultantes de la aplicación de lo previsto en el Número 2.1 del arancel de los notarios, al importe de los derechos previamente reducidos, 2.2 del arancel, la rebaja de la retribución económica resultante para el notario, ya no es del 5% sino del 3,18% para la compraventa y del 3,3% para el préstamo hipotecario.

En cuanto a la última afirmación de la Junta Directiva invocando la doctrina reiterada de la Dirección General del los Registros y del Notariado. No resulta en mi opinión aplicable en este caso, porque como ya se ha indicado, la ley es muy clara.

Cuando el legislador quiere que la interpretación sea la que defiende la junta directiva del Ilustrísimo Colegio Notarial de ..... lo indica expresamente. En este sentido, a modo de ejemplo, en el apartado 3 del artículo 118 de la Ley General Tributaria, se establece:

3. El importe de la sanción que deba ingresarse por la comisión de cualquier infracción, una vez aplicada, en su caso, la reducción por conformidad a la que se refiere el párrafo b) del apartado 1. De este artículo, (Un 30 por ciento), se reducirá en el 25% si concurren las siguientes circunstancias.

Es decir, sobre la base de la sanción se aplica el 30% y sobre la cantidad resultante el 25%. El porcentaje total reducción asciende al 37,5%, no al 55%

Además, aunque desconozco los términos de la doctrina que se invoca, no se pueden equiparar los derechos arancelarios con los tributos, los impuestos tienen como finalidad su ingreso en el Tesoro Público para financiar el gasto público, y los aranceles notariales retribuir el servicio, también público, que presta el notario, pero en su exclusivo beneficio.

Sobre este punto nada más tengo que decir. 

SEGUNDO.- Número 4. Copias

Existe, en mi opinión, y según el extracto -resumen, que se incorpora en la Resolución de la impugnación de la minuta presentada, una incoherencia entre lo que afirma el señor notario en su informe, al que no he tenido acceso, y los conceptos que figuran en las minutas.

En este sentido, a mi juicio, no tiene sentido decir, si es eso lo que consta en el informe, que : "...el señor Rivera reconoce que en la minuta no había tenido en cuenta la reducción a partir del undécimo folio, si bien, por error, no se había minutado la copia autorizada, resultando, no obstante, una cantidad igual a la minutada ."

Si lo entiendo bien, quiere decir que el importe de la minuta correspondiente a dos copias autorizadas, en ambas facturas, debe desglosarse en dos: Por una parte, el que corresponde a la copia autorizada auténtica y por otra, el que corresponde al importe de la reducción no aplicada a partir del undécimo folio, ya que, en ningún caso se facturó por la copia electrónica, a pesar de que eso es lo que consta en la minuta. Se indica que la minuta no es correcta por la circunstancia anterior, y sin embargo, en la misma constan los datos que corresponden a dos copias autorizadas, que según Junta Directiva es lo correcto.

La copia electrónica no tiene folios que cobrar.

En cualquier caso, en principio, no cuadran los cálculos realizados que figuran en la minuta con la explicación facilitada. Según consta en la escritura autorizada de compraventa la misma consta de 25 folios. Los 11 primeros a 3,005061, total 33,06€ y a partir del duodécimo inclusive la mitad, es decir 14 a 1,5025, total 21,04. Total concepto 54,10€ por copia. Dos copias 108,20. En la minuta consta 99,17€ . Por otra parte, si no se tiene en cuenta la reducción a partir del duodécimo folio inclusive los 25 folios a 3,005061 son 75,12 €.

El recurrente, como ya se ha indicado, desconoce si existen instrucciones posteriores, y si resultan o no vinculantes para el notario en el momento de expedir la factura, de minutar su intervención, en principio, no deben existir, porque nada se indica al respecto en la Resolución de la Junta Directiva, pero en mi opinión, si en unas notas de julio de 2007, el Consejo General del Notariado indica: "..., en ningún caso, el empleo de las nuevas tecnologías debe comportar un incremento del costo para el ciudadano." No parece, cuando menos muy correcto, que la Junta afirme con rotundidad : " la Junta también comparte en este extremo la opinión del notario recurrido, en el sentido de que las copias electrónicas se sujetará a las normas que el número 4 del vigente Arancel de los Notarios establece respecto a las copias auténticas... "

En relación con lo anterior se transcribe a continuación parte del texto del artículo "PRESENTACIÓN TELEMÁTICA DE ESCRITURAS EN LOS REGISTROS del notario del Ilmo. Colegio Notarial de ..... don .....,

8) Tratamiento arancelario. La presentación telemática de la escritura lleva consigo la expedición de una copia autorizada adicional de la escritura, la electrónica. La dificultad se encuentra en determinar qué honorarios arancelarios genera la copia autorizada electrónica, puesto que en el Decreto regulador del Arancel no está regulada y su aplicación sin más de las reglas previstas para las copias autorizadas en papel no deja de suscitar dudas.

Se trata de una cuestión muy delicada, como todas las arancelarias, acerca de la cual es fundamental que existan soluciones claras, porque todo el sistema de presentación telemática puede verse duramente afectado por un tratamiento arancelario errático y disperso por parte de los Notarios, como, desgraciadamente, está sucediendo en algunos casos. Por ello, mientras no se apruebe la reforma del Arancel notarial que aclare esta materia, se hace imprescindible que los órganos corporativos del Notariado, particularmente el Consejo General del Notariado, dicte instrucciones claras, que hagan posible que todos los Notarios sepan qué criterio seguir y no se transmita la imagen de que cada Notario hace una cosa distinta.

Hasta ahora, el Consejo General del Notariado lo que ha dicho, en las Notas de julio de 2007 ha sido lo siguiente. "El principio del que debe partirse así es el de la neutralidad, es decir, en ningún caso, el empleo de las nuevas tecnologías debe comportar un incremento de costo para el ciudadano". En la medida en que no parece lógico que el Notario deba realizar y remitir la copia electrónica sin cobro alguno de honorarios, no se sabe cómo hay que entender las Notas del Consejo. Hay que tener en cuenta que la presentación telemática por parte del Notario va a acabar reduciendo los costes que lleva la tramitación del documento, al hacer innecesarios los trámites presenciales ante el Registro. Ése es el objetivo de la Ley de medidas de impulso de la productividad. Lo que no puede presumirse de dicha Ley es que el Notario deba expedir esta copia sin cobro alguno.

El Colegio Notarial de ..... ha tratado de suplir esas carencias dando unas pautas iniciales moderadoras sobre este particular, pero serían necesarios unos criterios generales y más definitivos.

A parte de la copia autorizada electrónica también es posible minutar las diligencias que se redacten en la escritura para hacer constar la presentación (igual que con la presentación por fax). Recuérdese que son dos las diligencias que hay que practicar en la escritura- la que deja constancia de la presentación y la que, al final, indica que el documento que fue presentado telemáticamente ha sido inscrito.

Cuando el Notario no lleve la gestión del documento, no podrá percibir cantidades por tal concepto por el hecho de presentar telemáticamente la escritura, igual que no puede hacerlo por el solo hecho de presentar el telefax

Existe, como resulta obvio, un debate sobre este tema, del que resulta ajeno el interesado, que justifica, en mi opinión, la incoherencia puesta de manifiesto al principio del presente recurso, y del que no le debería resultar, por la implantación de nuevas tecnologías, perjuicio económico alguno, sobre todo cuando ese perjuicio se traduce en un beneficio económico inmediato para el fedatario.

En este sentido, el Consejo General del Notariado debería informar de los Colegios notariales, si es que hay alguno, incluso los notarios de forma individual, que siguen el criterio de no cobrar también la copia electrónica, como copia autorizada, para que se pueda elegir al fedatario que intervenga la operación de compraventa y préstamo hipotecario. No olvidemos que se trata de funcionarios públicos, cuya intervención se requiere porque resulta obligatoria para poder financiar mediante la constitución de una hipoteca la compra de un inmueble.

En las minutas que ha pagado el recurrente constan las diligencias extendidas para hacer constar la presentación telemática.

Sobre este punto nada más tengo que decir.

TERCERO.- OTROS CONCEPTOS 30,00€ por MINUTA

Como ya se ha indicado al comienzo del escrito de reclamación

Hasta la fecha del presente escrito 18 de octubre, no le consta al recurrente, que el Sr. notario haya cumplido el acuerdo adoptado por la Junta Directiva del Ilmo. Colegio Notarial de ..... 


Yo no tengo contrato alguno de prestación de servicios con el Sr. notario, solo he requerido su intervención porque estoy obligado, si quiero inscribir el préstamo hipotecario formalizado en escritura pública en el Registro, y sólo debe facturarme los derechos económicos resultantes de la aplicación del arancel, y el importe de los gastos en los que haya incurrido para prestar su función, siempre que resulten justificados, para lo que me deberá aportar la correspondiente.

En este punto, no solo no la comparto, sino que además, tampoco me parece correcta la posición de la Junta Directiva, ya que, si como indica el Sr. Notario en su informe, se trata exclusivamente de la información catastral, quiere ello decir, que ha pagado por obtenerla 60,00 €, 30 y 30, imagino que la información, es la misma, ya que solo se trata de un inmueble y no pude pretender cobrarla dos veces. Su fijación, no está sujeta a la discrecionalidad del notario, se equivoca de nuevo la Junta Directiva. La obtención de esta certificación por vía telemática tiene un coste que se paga al organismo por su expedición y se deberá facilitar factura.

Además, la incorporación de la certificación catastral descriptiva y gráfica no es obligatoria, sino que solo procederá a solicitud de los otorgantes Si los otorgantes deciden su incorporación, podrán ellos mismos suministrarla al notario, o bien encargar al mismo su obtención, circunstancia que no ha ocurrido.

En cualquier caso, llama la atención que, incumpliendo expresamente lo que estable en cuanto a obligaciones de información del detalle de la minuta el Real Decreto-ley de 4 de mayo, ahora, una vez interpuesta la reclamación, se pretenda su justificación con explicaciones carentes de sentido.

SUPLICO que, teniendo por presentado en tiempo y forma el presente escrito de reclamación se sirva admitirlo, tener en consideración las alegaciones que en el mismo se formulan, indicando al Sr. Notario que modifique ambas minutas, en los términos señalados, la base de cálculo de la rebaja debe ser el 5%, que se cobre una única copia autorizada, y por último, que se facturen como suplidos, exclusivamente los gastos en los que se haya incurrido y exista factura individualizada.

CUARTO: QUEJA

Por último, quiero dejar constancia de que resulta, en mi opinión, poco coherente, y, un auténtico despropósito, que se establezcan reducciones en el arancel, disminuyendo los derechos que corresponden por la cuantía del documento, apartado 2 del arancel, que debe ser el concepto más importante a facturar, y se mantenga el importe que se aplica a los folios y a las caras, en las copias y en la matriz, lo que trae como consecuencia, que las escrituras sean cada vez documentos más extensos. Debería fijarse una escala que disminuyera con el número de folios de la misma forma que disminuyen el porcentaje aplicado y los derechos, a medida que es mayor la cuantía del documento.

Con independencia de la RESOLUCIÓN que en su día dicte, le ruego de conformidad con lo previsto en la disposición adicional segunda "información relativa a la aplicación del arancel notarial y registral "de la Ley 24/2005 de 18 de noviembre de traslado de la presente RECLAMACIÓN AL MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA. (…)”
4.- La Junta Directiva del Ilustre Colegio Notarial de ....., en sesión de 22 de noviembre de 2010, emitió el preceptivo informe acordando ratificarse en su decisión. 

5.- Con fecha 10 de febrero de 2011 tuvo entrada en esta Dirección General recurso de reposición interpuesto por don ..... contra la desestimación por silencio negativo de su recurso de alzada.

El artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, establece que la Administración está obligada a dictar y notificar resolución expresa en todos los procedimientos, y ello aún cuando el vencimiento del plazo máximo sin haberla notificado haya legitimado al interesado para entenderla estimada o desestimada por silencio administrativo. Por tanto, de conformidad con el artículo 43.4.b) de la Ley 30/1992, en el caso de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
VISTOS, el Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre por el que se aprueba el Arancel de los Notarios; la Disposición Adicional 3ª de la Ley 8/1989, de 13 de abril, del Régimen Jurídico de tasas y precios públicos; el artículo 2 del Real Decreto-ley 6/1999, de 16 de abril, la disposición adicional 8ª del Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, y las Resoluciones de este Centro Directivo de 23 de abril, de 21 de septiembre de 1999 y 10 de diciembre de 2010, entre otras. 

PRIMERO.- La primera de las cuestiones demandadas por el recurrente, se refiere a la forma de aplicación de la rebaja arancelaria establecida por el Real Decreto-ley 8/2010 de 20 de mayo, que, según el criterio del recurrente, ha de llevarse a cabo sumando entre sí las cifras de los porcentajes de reducción establecidos en el citado Real Decreto-ley y en el Real Decreto-ley 6/1999 citado en los Vistos, aplicándose posteriormente la cifra resultante, como porcentaje de reducción, a las cantidades arrojadas por las escalas establecidas en el número 2.1 del Real Decreto 1426/1989, por el que se aprueba el arancel notarial.
El recurrente fundamenta su criterio en la literalidad de la disposición adicional 8ª.Uno.1 del aludido Real Decreto-ley 8/2010, que señala que “… Esta rebaja es adicional respecto de la aplicación de los demás descuentos o rebajas previstos en la normativa vigente.” Sin embargo, no parece que el sentido de la norma sea el que el recurrente pretende. Para intentar su clarificación será conveniente acudir a todos los criterios de interpretación de las normas que establece el artículo 3 del Código Civil:

a) El sentido propio de sus palabras  y el contexto. El término “adicional” a que el recurrente acude insistentemente significa, según el Diccionario de la Real Academia Española, “que se suma o añade a algo”. Y según el Diccionario de Uso del Español de María Moliner (que remite a la entrada “adición”), “Añadir. Ampliación. Añadidura. Cosa añadida. Suma”. De ello resulta, con toda evidencia, que la nueva rebaja, por una parte, no excluye, ni sustituye, ni elimina, ni limita ninguna otra; y, por otra, que la norma ni establece ni prejuzga, ni expresa ni implícitamente, la forma en que la nueva rebaja debe añadirse o sumarse a las anteriores.  Es más, si la propia norma dice que la rebaja es adicional “respecto de la aplicación de los demás descuentos o rebajas previstos”, por fuerza debe tenerse en cuenta que el artículo 2 del Real Decreto-ley 6/1999, de 16 de abril, contemplando la existencia de otras rebajas arancelarias, dispone que la reducción que en él se prevé, “se aplicará a la cantidad que resulte una vez deducida la rebaja inicial”. Es decir, que, dadas otras rebajas arancelarias, la establecida en dicho Real Decreto 6/1999 se aplicará escalonadamente respecto de las demás. Y es obvio que esta norma se encuentra plenamente vigente de forma que, el criterio de literalidad que invoca el recurrente (reforzándose esta conclusión, además, por la invocación que él mismo hace de la alusión que contiene el Real Decreto-ley 8/2010 al número 2.1 del Arancel) a lo más que conduciría es a aplicar la nueva reducción directa y aisladamente a la escala establecida por el citado número 2.1 del Arancel y, posteriormente, al resultado obtenido, la reducción establecida en el Real Decreto 6/1999, conforme este ordena expresamente. Con lo cual, aun cuando el orden de los factores se invierta, el resultado sería el mismo que el que genera el criterio del acuerdo recurrido, del cual en modo alguno puede decirse que no sea una suma, añadidura o ampliación de las reducciones preexistentes.
b) Los antecedentes históricos y legislativos. No hay constancia de ni un solo antecedente, de ningún tipo, de aplicación de las reducciones arancelarias existentes en la forma que pretende el recurrente.

c) La realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas. Teniendo en cuenta no sólo el tiempo de histórica crisis económica en que se produce la norma de que se trata (que además de su contexto es su origen y motivo), sino que dicha crisis afecta con especial intensidad al sector de actividad que, por el diseño de “subvenciones cruzadas” del arancel notarial, constituye, con mucho, la principal fuente de los recursos que han de sostener, no, como luego se dirá, la retribución del notario, sino todos los gastos que genera el servicio público notarial, la interpretación de la norma ha de hacerse con prudencia y en la forma en que su efecto sea lo más próximo posible a lo que la norma dice pretender. 

d) Su espíritu y finalidad.  El Real Decreto-ley 8/2010, en su exposición de motivos (que es un importante elemento interpretativo de las normas, al que doctrinalmente se ha denominado, incluso, “interpretación auténtica”, es decir, la que el propio legislador hace de sus disposiciones), trata la norma que nos ocupa en el apartado II, que dedica a los gastos de personal en las Administraciones Públicas, justificándola en el carácter de funcionarios públicos de los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles. Desde esa perspectiva no puede por menos que recordarse, por una parte, que, a pesar de su carácter de funcionarios públicos, la retribución de los notarios y registradores de la propiedad no proviene en absolutamente ninguna cantidad de fondos, finanzas o presupuestos públicos de ninguna especie, y por otra, que el arancel notarial (muy al contrario de lo que afirma el recurrente) no retribuye al notario “en su exclusivo beneficio” sino que con esa retribución el notario debe hacer frente a la totalidad de los gastos que exige el funcionamiento del servicio público notarial, tanto en aquéllas facetas o actividades que se prestan directamente a los ciudadanos como en aquéllas otras en que el servicio se presta a las Administraciones Públicas, señaladamente a las Económicas y Tributarias, que imponen y exigen prestaciones cuyo cumplimiento requiere costes económicos, personales, materiales y técnicos ingentes, que han de ser íntegramente asumidos y costeados por cada uno de los notarios, bien directamente, bien indirectamente mediante las obligadas aportaciones a los órganos corporativos que coordinan e implementan muchas de tales prestaciones. A este respecto debe recordarse que la Disposición Adicional 3ª de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Régimen Jurídico de Tasas y Precios Públicos establece que “… 2. En general, los Aranceles se determinarán a un nivel que permita la cobertura de los gastos de funcionamiento y conservación de las oficinas en que se realicen las actividades o servicios de los funcionarios, incluida su retribución profesional.”  Así, lo que produce la rebaja arancelaria no es una reducción de la “retribución” del notario (que no tiene asegurado de ningún modo un mínimo de retribución), sino una reducción de los recursos brutos que de han aplicarse a sufragar, en primer lugar y ante todo, la totalidad de los gastos que genera el funcionamiento del servicio público notarial. La consecuencia de todo ello, en cuanto a la cuestión de que se trata, es que la rebaja de la retribución del notario derivada de la rebaja arancelaria es, inevitablemente y en todo caso, puesto que afecta a los recursos disponibles pero no a los gastos existentes, notablemente mayor del 5%. Efecto que se intensificaría de seguirse el criterio sostenido por el recurrente. 

La consecuencia de cuanto antecede es que, a juicio de esta Dirección General, debe rechazarse el criterio de aplicación que propugna el recurrente, y considerar correcto y procedente el criterio de aplicación sostenido por el acuerdo que se recurre.
SEGUNDO.- El segundo de los motivos de impugnación de las minutas de que se trata es la inclusión en ellas de sendas copias autorizadas electrónicas, además de las expedidas en papel.

La primera cuestión que suscita el motivo de impugnación es la de si la expedición de copias electrónicas puede o no ser minutada, cuestión que, como es obvio, ha de responderse afirmativamente. No cabe alegar que el decreto regulador del arancel no regula la expedición de una copia autorizada adicional de la escritura, la electrónica, para su presentación telemática, ya que esa actuación, como todas las demás relativas a la autorización de documentos públicos, es materia ajena al mismo. La regulación de las actuaciones que el notario deba o no llevar a cabo al autorizar un instrumento, y la forma en que deba hacerlo, corresponden a la Ley del Notariado, al Reglamento Notarial y, en su caso, a las normas especiales. Por otra parte, dentro de la materia regulada en el Real Decreto 1426/1989, es decir, la arancelaria, se contempla expresamente en su número 4 la expedición de copias. Y a este respecto debe recordarse que la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica establece en su artículo 1 que “(…) 2.- Las disposiciones contenidas en esta ley no alteran las normas relativas a la celebración, formalización, validez y eficacia de los contratos y cualesquiera otros actos jurídicos ni las relativas a los documentos en que unos y otros consten”, y en su artículo 3, que “(…) 6.- El documento electrónico será soporte de: a) Documentos públicos, por estar firmados electrónicamente por funcionarios que tengan legalmente atribuida la facultad de dar fe pública (…/…) 7.- Los documentos a que se refiere el apartado anterior tendrán el valor y la eficacia jurídica que corresponda a su respectiva naturaleza, de conformidad con la legislación que les resulte aplicable. (…)”. A la vista de tales normas y de las correlativas de la Ley Notarial (artículos 17 y 17bis) y de su Reglamento (artículos 221 y 224.4) resulta evidente que no existe diferencia alguna entre la naturaleza y efectos de las copias autorizadas por razón de su soporte (electrónico o en papel), de forma que no se vislumbra razón alguna para que el régimen arancelario correspondiente a la expedición de copias no se aplique de igual modo a unas y a otras. No es obstáculo el hecho de que el arancel gradúe los derechos arancelarios en función del número de folios de la copia pues, como es evidente, por una parte, cuando el documento se confecciona por medios informáticos, la extensión de la copia al ser impresa en papel no es más que reflejo de la extensión del fichero electrónico, y por otra, los parámetros del formato informático que deben definirse, es decir, los que determinarán la extensión del documento al trasladarse al soporte papel, serán imperativamente los necesarios para que este último cumpla las prescripciones del Reglamento Notarial (vid artículos 155 y 247), de forma que sin ninguna dificultad puede mensurarse la copia electrónica en la misma forma que la copia en papel.
Sentado lo anterior, debe examinarse si la concreta minutación efectuada se ajusta a la norma arancelaria o no.  El notario, en su informe, señala que la copia expedida de la escritura de compraventa consta de 22 folios y la de la escritura de préstamo hipotecario 51. Conforme a tal extensión, habiéndose expedido dos copias autorizadas de cada una de las escrituras, las cantidades que constan en las minutas impugnadas son correctas. Debe señalarse, no obstante, que las copias simples de las escrituras aportadas al expediente son más extensas (24 folios la de la escritura de compraventa y 53 la de la del préstamo hipotecario); sin embargo, por imperativo de la prohibición de la reformatio in peius, tal circunstancia no puede amparar la modificación de la minuta.

Por último, conviene señalar, por una parte, que la presentación telemática de las escrituras en el Registro de la Propiedad (que es la motiva la expedición de las copias autorizadas), habiendo más de una parte contractual, no puede ser rechazada ni dispensada unilateralmente por una sola de ellas; y, por otra, que no puede confundirse el devengo, conforme a las normas arancelarias vigentes, de derechos por determinadas actuaciones reglamentarias del notario, con un sobrecoste para el usuario del servicio público notarial derivado del empleo de determinados medios técnicos. O dicho de otro modo, la expedición de dos copias autorizadas ni es consecuencia del empleo de determinados medios técnicos (sino de las normas legales y reglamentarias -entre ellas, el artículo 112 de la Ley 24/2001 de 27 de diciembre y el artículo 249 del Reglamento Notarial-) ni puede equipararse a un sobrecoste, que, propiamente y en cuanto al tema de que se trata, sería la repercusión por una copia electrónica de una cantidad mayor que la correspondiente a una copia en papel, bajo el pretexto del empleo de determinados recursos tecnológicos. 

TERCERO.- Respecto del tercero de los motivos de impugnación, resultando del expediente que la cantidad o concepto contra el que se reclama corresponde a actividades de gestión, debe confirmarse el acuerdo recurrido en tanto que:

a) Estima que las minutas emitidas son incorrectas desde el punto de vista formal, es decir, en cuanto no expresan con claridad el concepto o gestiones que motivan su liquidación.

b) Manifiesta que carece de competencia para enjuiciar desde el punto de vista sustantivo la cuestión planteada. Efectivamente, como este Centro Directivo tiene reiteradamente declarado, la obtención de certificaciones catastrales (sea para la acreditación de la referencia catastral de la fincas objeto de las escrituras, o de su descripción o para alguna otra finalidad en relación con la cual el notario sea competente), como otras actuaciones que pertenecen al género de la gestión o tramitación relacionada con una escritura pública, constituyen una actividad que el notario puede desarrollar pero que no pertenece a su faceta de funcionario público, sino a la de profesional del derecho. Es decir, el notario, en ese tipo de actuaciones, concurre con otros profesionales, siendo evidente que si una misma actividad puede ser realizada por el notario y por profesionales enteramente libres (como abogados, economistas, asesores fiscales o gestores administrativos) dicha actividad no puede constituir "función pública", pues esta, por su propia naturaleza, únicamente puede ser ejercida por los funcionarios o por los miembros de las profesiones oficiales a las que está encomendada. Por eso, la tramitación de documentos ni aparece ni puede aparecer regulada, ni por el Reglamento ni por el Arancel notariales, que son normas definidoras del hacer del notario como funcionario público. La consecuencia de todo ello es que la actuación del notario en materia de tramitación se rige, también en cuanto a los honorarios, por lo libremente acordado por las partes dentro de las normas correspondientes al contrato celebrado (depósito, mandato, arrendamiento de servicios, etc.), de manera que, en ese ámbito, las relaciones entre el notario y el cliente escapan del ámbito funcionarial y, por tanto, de las competencias de supervisión propias de las Juntas Directivas de los Colegios Notariales y de esta Dirección General, correspondiendo, en su caso, a los Tribunales de Justicia ordinarios.
CUARTO.- La última de las cuestiones planteadas por el recurrente, tanto en su impugnación inicial como en la alzada, tal como aparece formulada, carece de sentido impugnatorio alguno, no siendo, en definitiva más que la manifestación de una opinión o deseo del reclamante respecto de una materia que excede de las competencias de las Juntas Directivas de los Colegios Notariales y de las de esta Dirección General, pues entra de lleno en el ámbito de las competencias reguladoras del Gobierno de la Nación (artículo 97 de la  Constitución Española). Esto no obstante, no puede dejar de apuntarse, por una parte, que la mayor extensión actual de los documentos viene dada fundamentalmente, por las constantemente crecientes exigencias legales y reglamentarias, señaladamente las relacionadas con las áreas económica, tributaria y de lucha contra el blanqueo de capitales y el fraude de las Administraciones públicas; y, por otra, que el aumento de la extensión de los documentos repercute directa e inmediatamente, por el mayor volumen de los archivos, en los costes, muy elevados, de la custodia del protocolo, que es un archivo de propiedad estatal (véase artículo 36 de la Ley del Notariado), el cual ha de conservarse y gestionarse indefinidamente (véanse artículos 279, 280, y 289 y siguientes del Reglamento Notarial, y el Decreto de 2 de marzo de 1945), siendo sufragados sus gastos por cada notario y/o por los Colegios Notariales (que a su vez se financian mediante las aportaciones de sus colegiados).

QUINTO.- En consecuencia, esta Dirección General acuerda que procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar el acuerdo recurrido en los términos que resultan de las precedentes consideraciones.

Asimismo, acuerda declarar el archivo del recurso de reposición, que ha tenido entrada en esta Dirección General el 10 de enero de 2011, interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo del recurso de alzada, por haber perdido su objeto.

En la notificación en forma al Notario interesado se hará constar que contra esta Resolución cabe interponer, potestativamente, recurso de reposición ante esta Dirección General en el plazo de un mes, o recurso contencioso-administrativo dentro del plazo de dos meses, computados ambos plazos desde el día siguiente a aquél en que tenga lugar su notificación. En caso de interponer recurso de reposición no se podrá acudir a la vía contencioso-administrativa hasta que sea resuelto expresamente o se haya producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto; y en cuyo caso los plazos serán de dos meses a contar desde la notificación de su resolución expresa, o de seis meses a partir del día siguiente a aquél en que se produzca la desestimación presunta, que será cuando haya transcurrido el plazo de un mes desde la interposición del recurso de reposición sin haber recaído la resolución expresa.
LA DIRECTORA GENERAL
Mª Ángeles Alcalá Díaz

	www.mjusticia.es

servicio.notarias@mjusticia.es
	Pl. Jacinto Benavente, 3 28071 MADRID

TEL:  91 389 55 34
FAX: 91 389 54 26


1
2
	
	MINISTERIO 

DE JUSTICIA



